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De manera muy especial agradezco el trabajo de la Presidencia de la CAJP y la Secretaría en la organización de esta sesión especial, al igual que la presencia de los distinguidos panelistas. Igualmente y en referencia a la exposición que acabamos de escuchar por parte del CEJA, sobre las conclusiones sobre el estudio “Administración de justicia y discriminación racial de afrodescendientes”, me permito agradecer al Centro y a los doctores Felipe González y Jorge Contesse, autores del documento, pues precisamente Colombia ha sido uno de los países objeto del estudio. Vale la pena resaltar que pese a las observaciones puntuales y comentarios que se recogen en nuestro documento adjunto y que estaremos remitiendo al CEJA, el documento constituye un esfuerzo de aproximación a la realidad de la situación de los afrocolombianos, en un aspecto en el que son pocos los datos y estudios comprehensivos.

Si bien ya mencioné que estaremos enviando un documento de observaciones y comentarios, me voy a referir algunos de los aspectos que consideramos relevantes y agregar alguna información que puede ser de utilidad para ilustrar a los presentes sobre el manejo del tema en Colombia, a saber:

- Es muy importante que los mismos autores hayan reconocido las limitaciones del estudio frente al mandato de la resolución que lo solicitó.  

- Creemos que el estudio se queda corto en analizar los avances que en términos de legislación ha logrado Colombia y que podrían ser de interés de otros países, sin desconocer que la implementación efectiva de la legislación es necesaria para combatir la inequidad, el racismo y la discriminación e igualmente que las propias comunidades en una tarea ardua, han logrado que se les reconozcan derechos y se les tenga en cuenta en los procesos de toma de decisiones, proyectos, leyes, etc.  

- En el documento se hacen algunas apreciaciones generales y conclusiones que parten de hechos aislados y/o excepcionales y en otros aspectos riñen en forma evidente con las cifras que sobre tales puntos ha recabado el Gobierno. 

- El documento muestra de una manera que da lugar a interpretaciones negativas los logros de las comunidades indígenas sobre los de comunidades afrocolombianas. Esto, al lector desprevenido le puede dar una impresión equivocada como que el estado privilegia a unos sobre otros tanto en los reconocimientos constitucionales como en sus desarrollos a través de leyes, proyectos, etc. 

- Sobre la población raizal de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, se ha expedido la ley 915 de 21 de octubre de 2004 por la cual se dictó el Estatuto Fronterizo para el Desarrollo Económico y Social del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, que contiene puntos importantes a favor de la población raizal y que tienen por objeto dotar al Departamento de un Estatuto Especial que le permita su desarrollo dentro del marco fijado por la Constitución, en atención a sus condiciones geográficas, sociales, económicas, poblacionales, ambientales y de recursos naturales, turísticas, culturales, fiscales y comerciales. El Estatuto tiene por objeto la creación de las condiciones legales especiales para la promoción y el desarrollo económico y social de los habitantes del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, que les permita su supervivencia digna conforme a lo reglado por la Constitución Nacional y dentro de sus particulares condiciones geográficas, ambientales y culturales.

- El documento no tiene en cuenta los avances logrados en el marco del Plan nacional de desarrollo 2002 – 2006  en relación con el grupo étnico raizal 

- Una crítica que hace el estudio es que no se incluye el componente étnico en los estudios, proyectos y estadísticas, pues bien, en mayo de 2005 se llevará a cabo un Censo Nacional de Población y Vivienda, que entre otros aspectos captará la pertenencia étnica, que permitirá desarrollar proyectos con base en criterios desde el punto de vista poblacional. 

- Es un hecho que los niveles de pobreza de los raizales difieren notablemente de los del resto de la población colombiana. Sin embargo, vale la pena destacar que, recientemente, la participación per capita en el presupuesto de Colombia de los pobladores del archipiélago es la segunda del país, superada únicamente por el departamento mayor productor de petróleo, dadas sus regalías. El gasto por persona en San Andrés y Providencia es igual al de Arauca y solamente es superado por el Casanare. Como indicador se puede afirmar que el gasto, por ejemplo en salud, en el archipiélago, es tres veces superior al del resto de la región del Caribe y que el Archipiélago de San Andrés y Providencia ha recibido mayor atención desde el punto de vista presupuestario, que ninguna otra región en Colombia, durante los últimos 20 años.

- Los datos de población contemplados en el estudio del Centro de Justicia de las Américas, no se corresponden con los resultados del censo adelantado por el Departamento Nacional de Estadísticas – DANE, en el año 1999. Afirmar que el 75% de la población del archipiélago no es nativa es equivocado ya según los resultados del censo en mención, se registró una cifra de 29.118 habitantes nativos, de los cuales 24.444 eran raizales, de una población total de 57.324 personas, es decir que para el año 1999, el 42% eran raizal y el 50.7% nativos.

- Es errado afirmar que el comercio del coco desapareció como resultado de las migraciones, cuando hubo una influencia innegable en el colapso de las siembras por las plagas, la competencia de productores más eficientes y el mal manejo del negocio.

- No se entiende el fundamento de la cifra que identifica en 80% el desempleo para la isla.

- Afirmar que los continentales antiguos pobladores y los raizales están siendo desplazados por nuevos inmigrantes desconoce el hecho de que la población isleña goza de privilegios laborales y de vivienda consagrados en las leyes vigentes, según las cuales ningún colombiano puede residir en la isla más de tres meses del año y de seis meses, para el caso de los propietarios. Las restricciones de la Oficina de Control de Circulación y Residencia – OCCRE llegan a tal nivel que se niegan los derechos de los niños a la educación y a la salud si no se demuestra el certificado de residencia, que expiden autoridades que son raizales en su totalidad.


- Presentar el caso de los conductores asalariados dependientes de los raizales a quienes los tribunales les reconocieron el derecho legal a prestaciones sociales es por lo menos una manera curiosa de mostrar un caso de discriminación racial. Con excepción del señor Simón González la totalidad de los gobernadores elegidos por voto popular han sido raizales y el 90% del gabinete departamental está integrado por raizales, al igual que la casi totalidad de los representantes de los organismos descentralizados.


- Es común encontrar en Colombia que los administradores de justicia, los registradores del estado civil y particularmente las autoridades electorales provengan de regiones diferentes a aquellas donde les corresponde ejercer justicia, para garantizar imparcialidad.

- A pesar del alto mestizaje de la población de la isla la legislación de residencia reconoce tal condición incluso a los descendientes que nazcan en otros países o por fuera del territorio insular.

- Dentro de las fuentes del estudio están las argumentaciones de unas organizaciones muy representativas de la población isleña y muy importantes en cuanto a la comunidad que representan, pero de ninguna manera reflejan la posición de la totalidad de la población raizal, que se agrupa en otras organizaciones.

- En cuanto a la población afrocolombiana, es muy importante que el estudio destaque la pobreza y condiciones de vida de estas comunidades, pues se ha revelado al inicio de la presente Administración que el 82% de la población presenta necesidades básicas insatisfechas.

- Estas comunidades han efectuado aportes significativos al desarrollo colombiano a través de su cultura, caracterizada por la riqueza y diversidad. Los afrocolombianos han dado claro ejemplo de convivencia pacífica, sentido de comunidad y solidaridad, conocimiento  de los recursos naturales y de relaciones armónicas con la naturaleza, sin embargo, el 74% de los afrocolombianos recibe menos del salario mínimo legal, el ingreso per-cápita de los afrocolombianos es de US$500, equivalente a una tercera parte del promedio per- cápita nacional, de cada 1.000 niños afrocolombianos que nacen, 151 mueren antes de cumplir un año, el promedio nacional es de 39, la tasa de analfabetismo en la comunidad afrocolombiana es tres veces más alta que la del resto de colombianos, de cada 100 jóvenes afrocolombianos, solo dos reciben educación superior.

- El Estado Colombiano reconoce esta realidad y tras la expedición de la Constitución Política de 1991, viene adoptando políticas especiales para mejorar el nivel de vida de este grupo étnico. Para ello, existe un amplio marco jurídico soportado en la Ley 70 de 1993 – Ley de Derechos de las Comunidades Negras como Grupo Etnico y sus Decretos Reglamentarios, y si bien las leyes son el principio, su desarrollo y aplicación son también importantes. Esta ley es un buen ejemplo de logros y reconocimientos a las comunidades afrocolombianas  y puede ser objeto de análisis por parte de países interesados en implementar y/o actualizar su legislación.

- La “invisibilidad” de que habla el estudio tiene matices y no se reconocen los esfuerzos por enfrentar los problemas de la población afrocolombiana, pues se  incluyeron objetivos específicos dentro de Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006 que no se mencionan, como la puesta en marcha de una Consejería Presidencial para Asuntos Étnicos, el trabajar concertadamente con las comunidades para mejorar las condiciones de vida, el buscar la participación de las comunidades en la toma de decisiones que las atañen, el adoptar medidas que los protejan de los efectos del conflicto armado interno, el impulsar políticas de empleo, salud y acceso a crédito que ayuden a fortalecer los procesos de desarrollo productivo, etc. También el Gobierno Nacional adoptó un documento CONPES el pasado 20 de septiembre, y en él se presenta, entre otros, un diagnóstico actualizado sobre la situación de la población afrocolombiana..

- Igualmente, la temática afrodescendiente ha adquirido un interés creciente en la agenda exterior de Colombia. También en los foros multilaterales se trata con relevancia el tema, y en la OEA hemos respaldado las iniciativas dirigidas a contar con un instrumento interamericano acorde con las nuevas realidades de la discriminación, el racismo y la intolerancia. 

- Debe señalarse que el estudio no destaca las acciones que las propias comunidades organizadas han logrado en el plano internacional por ejemplo en las medidas que para su protección y reconocimiento de derechos se han tomado a nivel de los órganos interamericanos, incluidas la Corte y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

- En Colombia el artículo 176 de la Constitución de 1991 asigna cinco curules en la Cámara de Representantes para asegurar que las comunidades afrocolombianas, las minorías políticas y los colombianos que viven en el extranjero tengan garantizada una adecuada representación en el Congreso. 

- Desde mediados de 1996 se inició un proceso de titulación colectiva de los territorios ancestrales de las comunidades negras y desde entonces se han expedido 132 títulos colectivos, que abarcan un área de 4.717.271 hectáreas, lo que equivale a un porcentaje del 84.2% del área total elegible para titulación bajo este programa. Estos títulos han beneficiado un total de 281.321 personas pertenecientes a 52.690 familias y 1219 comunidades de la región Pacífica. Dicho proceso ha sido financiado con recursos del presupuesto nacional por un monto aproximado de US $2 millones y del Banco Mundial, por US $2 millones. Por supuesto se reconoce que la dinámica del conflicto interno ha colocado a la población afrocolombiana en condiciones de vulnerabilidad y desplazamiento que en ocasiones no le permite el ejercicio pleno de sus derechos ni la permanencia en algunos de estos territorios. 

- Existe el Programa BID- Plan Pacífico. El documento CONPES 2589 de 1992 dio inicio a dicho Programa, con US $71.4 millones, de los cuales se han ejecutado US$51,4 millones. El programa es un conjunto de proyectos, inversiones y actividades, orientadas a promover el desarrollo humano del Pacífico Colombiano con el reto de mejorar las condiciones de vida en la región. Desde marzo de 2003 el programa está adscrito al despacho del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. El estudio afirma que hay confusión o por lo menos falta de claridad sobre las entidades que atienden a las comunidades, lo cierto es que el marco de acción y la competencia estatal frente a los distintos proyectos es muy clara como se ejemplifica con el que se acaba de mencionar.   

- Se ha previsto en el artículo 40 de la Ley 70 de 1993, un Fondo de créditos condonables para estudiantes de comunidades Negras de bajos recursos económicos y buen desempeño académico. Esta es una medida de acción afirmativa por excelencia y opera desde 1996 con recursos del presupuesto nacional por un monto aproximado de US $2.5 millones de dólares. El programa es administrado por el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior – ICETEX.
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